CAUSA Nº 11151 CCALP “FERROSIDER S.A.C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTRO/A S/ PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA- OTROS JUICIOS (375)”

En la ciudad de La Plata, a los tres días del mes de Febrero del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “FERROSIDER S.A.C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTRO/A S/ PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA- OTROS JUICIOS (375)”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia n° 3 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -9863-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Daniel Spacarotel, Gustavo Juan De Santis y Claudia Angélica Matilde Milanta.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

         C U E S T I Ó N
¿Es justa la sentencia apelada?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

          I. La actora, FERROSIDER S.A., por intermedio de apoderado, incoa acción declarativa de certeza contra la Provincia de Buenos Aires, a fin de hacer cesar el estado de incertidumbre que le provocaría a la misma la reforma tributaria establecida por los arts. 3 y 5 de la ley 13.850, en cuanto suspenden la aplicación de los arts. 39 de la ley 11.490, 1, 2, 3 y 4 de la ley 11.518, modificatorias y complementarias, y consecuentemente la obligan a someterse desde el 1 de agosto de 2008 al pago del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por el ejercicio de su actividad industrial de fabricación de productos metálicos, todo ello contrariando el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento del 12 de agosto de 1993, ratificado por ley 11.463 de la Provincia de Buenos Aires y vulnerando la garantía de la igualdad en materia tributaria y el derecho de propiedad -arts. 11 y 31 de la Constitución Provincial y 16 y 17 de su símil Nacional, respectivamente-.  


Solicita además, el otorgamiento de una medida cautelar de no innovar por la cual se ordene a la mentada Provincia se abstenga de iniciar, impulsar y/o realizar cualquier acción o dictar cualquier acto tendiente al cobro y/o ejecución por vía de apremio de importes en concepto de Impuestos sobre los Ingresos Brutos por los ingresos por producción industrial de FERROSIDER desde el 1 de agosto de 2008, por directa aplicación de los arts. 3 y 5 de la ley 13.850, ello hasta tanto haya recaído sentencia firme en la acción en curso.


Por último, requiere se ordene el mantenimiento de la exención en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los ingresos en cuestión y conforme lo viene gozando la firma -ver fs. 41/62-.


En aras de abastecer la plataforma fáctica subyacente a las distintas pretensiones esgrimidas, alega que -en la actualidad y conteste el comprobante emitido por ARBA que al efecto se aduna como prueba documental- FERROSIDER ha sido registrada con una alícuota de retención del 1 % y con una alícuota de percepción del 1, 5 % -validez del padrón, 1/11/08 al 30/11/08-, cuando la alícuota era del 0 % -validez del padrón, 1/07/08 al 31/07/08- (ver fs. 42, último parágrafo).


En tren de lo dicho, expresa que FERROSIDER es una empresa que explota actividades en el campo de los laminados planos, tubos sin costura y productos metalúrgicos, siendo sus principales clientes, terminales automotrices, autopartistas y fabricantes de filtros de todo el país -fs. 42 vta.-.


Manifiesta que lleva a cabo su proceso de producción en la planta industrial ubicada en General Pacheco -Prov. de Buenos Aires-, encontrándose debidamente habilitada por la Municipalidad de Tigre e inscripta en el Registro Industrial de la Nación, contando con una planta industrial en la Provincia de Santa Fe y oficinas comerciales y representantes en esta última y Mendoza –fs. 42 vta.-.


Asevera que su mandante es una empresa líder en su rubro que ha implementado sistemas de aseguramiento de calidad basados en normas de certificación internacionales y que todo crecimiento y expansión fue en gran medida posible por la exención para la actividad industrial en el impuesto sobre los Ingresos Brutos que tenía vigencia en la Provincia hasta la sanción de la ley 13.850 –fs. 43, segundo párrafo-.


Narra que por Disposición N° 000D0100622008 -de fecha 2 de julio de 2008- de la Agencia de Servicios de Grandes Empresas de la Agencia de Recaudación provincial, se declaró exenta a la firma actuante de la mencionada gabela, a partir del 1 de enero de 1995 por la fabricación de productos metálicos N.C.P., lo que implicaría que dicha Agencia controló y tuvo por acreditado el cumplimiento de lo normado en el art. 1 de la ley 11.518 -fs. 43 vta., primer párrafo, quinto parágrafo-.


Pone de resalto que con motivo del dictado de las leyes 11.490 y 11.518, la provincia dio cumplimiento con el compromiso asumido en el antedicho Pacto Federal, en cuanto dispuso la exención del referido impuesto a las actividades de producción de bienes con excepción de los ingresos por ventas a consumidores finales que tendrían el mismo tratamiento que el sector minorista -44 vta.-.


En ese orden de ideas, denuncia el carácter de derecho intrafederal del mencionado Pacto, sosteniendo que siendo parte del derecho local y por su jerarquía no puede ser derogado ni modificado en forma unilateral por cualquiera de las partes intervinientes.


Con ese cariz considera que con el dictado de la ley cuestionada la Provincia de Buenos Aires ha modificado unilateralmente el referido Pacto, desconociendo el compromiso asumido -cumplido con motivo de las exenciones tributarias reconocidas por directa aplicación de aquel-, vulnerando la seguridad jurídica y el principio de jerarquía normativa establecido en el artículo 31 de la Constitución Nacional. 


Esto así, ya que la ley 13.850 suspende la aplicación de las leyes 11.490 y 11.518 que establecían la exención del pago del impuesto sobre los Ingresos Brutos y deja exceptuadas las actividades de producción primaria y de bienes desarrolladas por los contribuyentes cuyos ingresos totales del período fiscal anterior por el desarrollo de cualquier actividad dentro o fuera de la provincia no supere la suma de $ 60 millones y establece una alícuota del 1 % para actividades como las desarrollada por la actora -fs. 47 vta.-.


Entiende que tiene un derecho adquirido en relación a la exención en cuestión y que resultan inaplicables las prórrogas establecidas por las leyes 24.468, 24.699, 25.063, 25.239 y 26.078 para el cumplimiento del Pacto, por cuanto postula que la Provincia de Buenos Aires ya cumplió con el compromiso asumido en el mismo, a través del dictado de las leyes 11.490 y 11.518 -fs. 48 vta.-.


En esa línea de pensamiento, enarbola la afectación a la igualdad en materia tributaria, extremo que se patentizaría en la normativa puesta en crisis con motivo de la distinción que formula teniendo en cuenta el monto de facturación de las empresas. Esgrime que se trata de un parámetro insustancial y arbitrario al brindar un tratamiento diferencial a sujetos que realizan idénticas actividades de producción en el territorio provincial, sobre la base de un volumen de ventas que considera fijado sin justificación atendible -ver fs. 49-. 


Puntualiza que todas las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires habrían acatado la exención a la actividad industrial, circunscribiéndola a los ingresos provenientes de la planta en que se encuentre ubicada en la propia jurisdicción, por lo que solicita se declare la inconstitucionalidad de la distinción establecida -50 vta.-.


Resalta que la ley 13.850 vulnera el derecho de propiedad de su mandante, provoca una grave inseguridad jurídica en cuanto a su falta de certeza y viola el principio de jerarquía establecido en el art. 31 de la Constitución Nacional -fs. 51-.


Como corolario, fundamenta fáctica y jurídicamente la pretensión cautelar introducida -fs. 55 vta/59.-, ofrece prueba, funda en derecho sus pretensiones y hace reserva de los casos constitucional y federal -fs. 60/62-. 

II. Rechazada la pretensión precautoria solicitada –fs. 69/73-, previo traslado -fs.63, punto 4-, se presenta la Fiscalía de Estado, a través de su apoderada, contestando demanda y solicitando se desestime la acción deducida, toda vez que la cuestión que agravia a la actora en ciernes no se encontraría en estado de incertidumbre o falta de certeza alguna -fs. 80/92-


En ese orden de ideas, alega que la ley 13.850 es clara y expresa el sentido de que contribuyentes como el de autos ya no se encuentran alcanzados por aquel beneficio en razón de la reforma allí establecida, situación conocida por la parte actora conforme surge de su propio relato -fs. 81-.


Sindica que la ley cuestionada no contiene ambigüedades, ni imprecisiones terminológicas o pautas oscuras que dificulten su interpretación, de manera que -a su entender- el planteo de autos no encuentra cabida en la pretensión declarativa sino en la originaria de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia por considerar que la norma impugnada es contraria a la Constitución Nacional -fs. 81 vta.-


En esa línea, postula que ello demuestra que el contribuyente contaba con vías procesales específicas a las que debió recurrir toda vez para la procedencia de esta vía es necesario que quien la promueva no cuente con otro medio legal para poner término a la situación de incertidumbre a fin de no desnaturalizar el sentido y alcance con que han sido legisladas las distintas pretensiones en el CCA -fs. 82 vta./83-.


Sostiene que el planteo de inconstitucionalidad carece de virtualidad pues se finca en alegaciones dogmáticas respecto de supuestas falencias del texto legislativo sin que se advierta crítica concreta y razonada alguna de la misma -fs. 83 vta., tercer párrafo-.


Por otra parte, arguye que el contribuyente carece de acción para demandar el cumplimiento del Pacto Federal habida cuenta que el mismo constituye un acuerdo interjurisdiccional tendiente a establecer políticas de concertación económica y tributaria entre los estados adherentes al mismo, generando compromisos entre los Estados firmantes, únicos habilitados para reclamar su cumplimiento a través del organismo competente para ello: la Comisión Federal de Impuestos -fs. 85, segundo y tercer parágrafos-.


Pone de resalto que no nace del Pacto el invocado derecho a no ser gravado por impuestos ni a la aplicación de tributos menos onerosos, ya que las formulaciones allí efectuadas tienen sólo carácter programático y sin fuerza operativa hasta tanto se cristalicen en disposiciones legales dictadas por cada una de las jurisdicciones-fs. 85 tercer párrafo-.


Con relación a la vulneración por parte de la ley 13.850 al Pacto Federal alega que los Estados parte no se encuentran obligados al cumplimiento de los compromisos asumidos en él pues han sido prorrogados sucesivamente hasta el dictado de una nueva Ley de Coparticipación de Impuestos -art. 76 de la ley 26.078-, a la cual adhiere la Provincia en el art. 67 de la ley que en autos se impugna –fs. 86/87-.


Menciona que ante una situación similar a la planteada, la Comisión Federal de Impuestos, desestimó una denuncia de la firma Bunge y Born S.A. –fs. 87, tercer parágrafo-.


Sindica que es incorrecta la afirmación que efectúa el actor en el sentido de que la prórroga no incluye a los compromisos ya instrumentados, pues lo prorrogado fue el cumplimiento de todos los compromisos allí asumidos y no únicamente de las obligaciones que aún no se habían cumplido –fs. 87 vta.-.


Precisa que en ese contexto ningún reproche merece la ley 13.850 en cuanto suspendió la vigencia de lagunas exenciones que habían sido otorgadas por la Provincia de Buenos Aires ya que así como no se encuentra obligada a otorgarlas tampoco lo está a mantenerlas, máxime que la medida cuestionada ha sido dictada con total respeto de las situaciones ya consumadas -87 vta. in fine-.


Refiere que lo que es motivo de este pleito, el legislador dispuso que quedan sin efectos los actos administrativos de reconocimientos de las exenciones previstas en las leyes 11.490, 11.518 y sus modificatorias y la ley 12.747, y que la suspensión regirá de pleno derecho, resultando adecuada al principio imperante en materia de vigencia de las leyes –fs. 88, primer y segundo parágrafos-.


Expone que la Provincia no abdicó de su potestad tributaria al aceptar limitarla en el marco de un régimen que actualmente no se aplica y que por tanto, no le reporta los beneficios que le eran inherentes –fs. 88-.


Refiere que la ley 13.850, sancionada en respeto del principio de legalidad tributaria por la legislatura provincial en uso de sus soberanas atribuciones, se vió en la necesidad de vincular el crecimiento de la recaudación con el desenvolvimiento de los sectores más dinámicos de la economía provincial, optando por la suspensión de ciertas exenciones de pago del impuesto que no afecten la situación actual de las pequeñas y medianas empresas de producción primaria industrial radicadas en la provincia –fs. 88 vta.-.


Postula la inexistencia de vulneración de derecho y garantía constitucional alguna, argumentando que la exención reconocida a la quejosa fue concedida en tanto no mutaran las condiciones que la motivaron, conforme lo establece el art. 99 del Código Fiscal, razón por la cual la modificación de dichas condiciones por la ley cuestionada hacen perder el beneficio al accionante al quedar incluido en los parámetros fijados por la norma –fs. 89-.


Recuerda que la jurisprudencia ha sentado la posibilidad de la formación de distingos y categorías de contribuyentes, con el recaudo de que sean razonables o estén relacionados con los deberes de tributar. Ergo, las gabelas deberían ser iguales –o aproximarse- en igualdad de capacidad contributiva, siendo esta última una apreciación del legislador en virtud de los fines y propósitos de la tributación –fs. 90 vta. tercer párrafo-.


Por último, plantea el caso constitucional y solicita el rechazo de la acción promovida -fs. 91 vta. y 92-.


III. Consentido el llamado de autos para sentencia -fs, 122/125-, el juez de instancia resuelve –por no encontrarse configurados en el caso los extremos prescriptos por el Código de rito para la procedencia de la acción- desestimar la pretensión declarativa de certeza articulada, imponiendo las costas en el orden causado y regulando los emolumentos correspondientes a los profesionales intervinientes -fs. 126/132-.

Para así resolverlo, con variopintas citas/argumentos doctrinarios y jurisprudenciales, sostuvo que:

a) La pretensión declarativa tiene por objeto suprimir un estado de incertidumbre acerca de un derecho o de una determinada y concreta relación o situación jurídica, esto es, remover aquello que actualmente pone en duda la existencia, la modalidad, la oponibilidad o interpretación de la misma, extremos que a mérito de las circunstancias que rodean al caso de marras no se advierten en el sub judice –fs. 130 vta. in fine y 131 vta.-;  

b) Esto así, pues la firma actora solicita expresamente la declaración inconstitucionalidad de los arts. 3 y 5 de la ley 13.850 y –a posteriori- de la ley 14.044 –ver fs. 112-, por considerarlos contrarios al Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Comercio, vulnerando de esa forma, derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional y la Carta Magna provincial -fs. 131 vta., segundo párrafo-;

c) Como tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, las leyes-convenio entre la Nación y las Provincias –como el Pacto cuya transgresión invoca- hacen parte del derecho local e intrafederal, de manera que al asumir dicha condición en el campo de derecho público, su violación colisiona con el plexo normativo provincial –fs. 131 tercer párrafo-;

d) De la demanda interpuesta, como de las presentaciones obrantes a fs. 102/107 vta. y 112/113 vta., surge que la parte actora ataca una ley local -13.850- tanto por ser contraria a otras leyes provinciales como a la Constitución Provincial y a la Constitución Nacional, cuestión que se confunde con la acción prevista en los arts. 683 y concs. CPCC y de competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia conforme la manda constitucional del art. 161 inc. 1, deviniendo en consecuencia improcedente el carril procesal elegido –fs. 131 vta. in fine/132-; y,

e) No existe en la especie una situación de incertidumbre sobre los alcances y modalidades de la relación jurídica que rige la situación del demandante, pues como tiene dicho el Superior tribunal provincial, cuando el actor persigue que se fije el alcance de una determinada relación jurídica, sino que se declare que la norma aplicable debe ser interpretada de un cierto modo, la acción declarativa no es la vía idónea para resolver tal conflicto. Ello pues la pretensión declarativa de certeza no puede ser utilizada como un medio omnicomprensivo y versátil que permita superar los obstáculos jurídicos y/o temporales que pueden plantear las vías legales específicamente previstas para el caso por el legislador -132, segundo párrafo-. 

IV. Contra dicho decisorio se agravia la parte actora, a tenor del líbelo recursivo obrante a fs. 143/149.

Para abastecer su crítica enrostra que el juez de grado soslayó -en tanto error de juzgamiento- que:

a) El estado de incertidumbre estaría palmariamente acreditado por cuanto la Provincia de Buenos Aires con la sanción de la ley 13.850 desconoció la exención oportunamente reconocida a FERROSIDER por directa aplicación del (aludido) Pacto, generando así una situación de duda respecto de si le es legítimamente aplicable y exigible el Impuesto sobre los Ingresos Brutos por los ingresos derivados de su actividad industrial provenientes del establecimiento ubicado en la Provincia a sazón de la normativa impugnada -fs. 144-;

b) La acción declarativa es la vía idónea y no la acción originaria de inconstitucionalidad por ante la Suprema Corte provincial. En ese sentido, puntualiza que en el marco de una acción declarativa, el juez puede -a fin de hacer cesar el estado de incertidumbre- declarar la inconstitucionalidad de una norma. Asimismo, postula que la invocada acción de inconstitucionalidad es inaplicable al caso de autos toda vez que la firma que patrocina, fundó su derecho en normas de la Constitución Nacional, así como también en el referido Pacto -fs. 145/147-;

c) No puede diferirse el análisis de la presunta improcedencia de la pretensión al dictado de la sentencia de mérito, ya que ello vulneraría abiertamente el derecho de defensa en juicio y el acceso irrestricto a la justicia en los términos del art. 15 de la Constitución Provincial -fs. 148-; y,

d)  Todos los jueces de la Provincia se encuentran obligados a ejercer el control de constitucionalidad, no existiendo en autos -en virtud de la procedencia de la vía intentada-, impedimento alguno para que así se lo haga -fs. 148 vta.-. 

Como corolario requiere se revoque la sentencia apelada, haciendo reserva de los casos constitucional y federal -fs. 148 vta./149-.

V. Previa contestación de agravios -fs. 152/155-, elevadas las actuaciones -fs. 156- y resuelta su admisibilidad por este Tribunal –arts. 55, inc. 1º, 56, 57 y 58, CCA, ver fs. 158, 160 y 161-, se encuentran estos autos en oportunidad de ser resueltos por esta Alzada -fs. 162-. 

          VI. Despejada la admisibilidad formal del remedio recursivo impetrado, corresponde abordar los agravios planteados por la recurrente, adelantando mi opinión tendiente a proclamar la desestimación del recurso de apelación interpuesto; correspondiendo, en tal entendimiento, confirmar el decisorio de grado en crisis en todo cuanto ha sido materia de agravios.

En este sentido, debo adelantar -tal como lo perfilase este Tribunal en las causas CCALP Nº 414, “Banco Itau Buen Ayre S.A.”, sent. del 27-10-09; Nº 2334, “Chacra”, sent. del 6-3-07; Nº 3679, “Tierra Greda”, sent. del 1-7-08; Nº 3984, “Institución Salesiana San Francisco Javier”, sent. del 1-7-08; Nº  4072, “Sindicato de Vendedores de Diarios y Revistas de Bahía Blanca”, sent. del 4-06-08; Nº 5978, “Administradora Barrio Privado La Lomada”, sent. del  21-8-08; Nº 6670, “Borrazas”, sent. del 30-12-08; Nº 8399, “Berrocal”, sent. del 4-06-09;  Nº 8638, “Grondona”, sent. del 13-10-09; Nº 9225, “Pena”, sent. del 15-09-09; N° 7570 “Verón”, sent. del 24/11/09; N° 10168 “ICF SA BR. SA HI. SA JL.T Con. LP. S.A. UTE y Otros”, sent. del 22/04/10; entre otras- que, en la especie, no se hallan configurados los requisitos o recaudos necesarios para la admisibilidad de la acción declarativa de certeza intentada.

Con ese cariz, habré de recordar que “…se llama propiamente acción y sentencia meramente declarativa a aquella figura general de acción y de sentencia con la que el actor que la propone o la invoca tiende exclusivamente a procurarse la certeza jurídica frente a un estado de falta de certeza que le es perjudicial, pidiendo a tal objeto que se declare existente un derecho suyo e inexistente el derecho ajeno, con independencia de la efectiva realización de la condena, de la ejecución forzada” (CHIOVENDA, Giussepe. “Acciones y sentencias de declaración de mera certeza. Relación general sobre el tema en Ensayos de derecho procesal Civil”. Trad. De Santiago Sentís Melendo. T. I. Ed. Jurídicas Europa América Bs. As. 1949. 131).

Al propio tiempo, la Suprema Corte de Justicia Provincial, se ha ocupado de delinear los contornos de esta acción, al expresar que: “La pretensión de sentencia meramente declarativa de certeza tiene por finalidad primordial obtener una declaración judicial que ponga fin a un estado de incertidumbre sobre la existencia, modalidades o alcances de una relación jurídica en aquéllos casos en los que esa falta de certeza pueda producir un perjuicio o lesión actual al actor, tal como reza el artículo 322 del C.P.C.C. (por remisión expresa del art. 12 inc. 4 de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-). La existencia de una duda acerca de alguno de los esos extremos es un requisito sine qua non para la procedencia de esta acción, siendo menester además, que quien la promueve no cuente con otro medio legal para poner término a esa situación” (SCBA, B 66737 I 6-7-2005, in re: ”Spicer Ejes Pesados S.A. s/ Acción meramente declarativa”; en similares términos causa B 68876 I 13-12-2006, autos: “Gualco, María F. y otro c/ Colegio de Escribanos de la Provincia Buenos Aires s/ Acción declarativa. Cuestión de competencia”). 
De esta forma -conteste lo sentenciase en las causas CCALP N° 414 CCALP “Banco Itau Buen Ayre S.A. c/ Minist. De Economía-Rentas s/Pretensión Declarativa de Certeza”, sent. 27/10/09; N° 447, “Murialdo Nancy Silvana c/ Ministerio de Economía – Rentas s/Pretensión Declarativa de Certeza”, res. del 10-03-05; N° 9329 “Establecimientos Agrop. Santa Susana S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires y Otro/a s/ Pretensión Declarativa de Certeza – Empleo Público (345)”, sent. del 26/11/09; N° 3679 “Tierra Greda S.A. c/ Rentas – Ministerio de Economía s/ Pretensión Declarativa de Certeza”, sent. del 01/07/08; N° 2984-M “Institución Salesiana San Francisco Javier c/ Ministerio de Economía-Rentas s/ Pretensión Declarativa de Certeza (315)”, sent. del 01/07/08; entre otras-, teniendo en cuenta los caracteres generales referenciados y adaptándolos a los que se desprenden de la normativa específica (art. 12, inc. 4, y 14, inc. 1, ap. “d”, CCA), podemos delinear como recaudos para la admisibilidad de la acción declarativa de certeza, los siguientes: a) estado de incertidumbre; b) existencia de un interés jurídico suficiente; c) que la cuestión objeto de aclaración se encuentre regida preeminentemente por normas de derecho publico o administrativo en la especie y d) innecesariedad de acreditar la indisponibilidad de otro medio legal (esto último cfr. se desprendería del juego de los arts. 12, inc. 4, y 14, inc. 1, ap. “d”, del C.C.A.).

Bajo tales pautas de ponderación, ha de expresarse que, en autos, la accionante intenta, a través del cuestionamiento de la constitucionalidad de la ley 13.850 y por el carril de la acción declarativa de certeza, hacer cesar el (supuesto) estado de incertidumbre y los eventuales perjuicios que pesarían sobre su representada como consecuencia de la obligatoriedad de someterse -desde el 1 de agosto de 2008-, al pago del impuesto sobre los Ingresos Brutos por el ejercicio de su actividad industrial de fabricación de productos metálicos, antes exceptuada.

En ese estado de cosas, es menester aducir, que no se verifica en ciernes estado de incertidumbre alguno sobre la existencia, modalidades o alcances de una relación jurídica, sino su mera discrepancia respecto de una opción legislativa –eventualmente susceptible de afrentas-, que dejando sin efecto un acto administrativo, estableció una relación en concreto. Luego, si tal proceder es objeto de cuestionamiento por considerarse atentatorio de principios, garantías o derechos del ordenamiento jurídico, debe ser ventilado por el carril procesal que se considere idóneo, el cual es menester aducir, no es éste, que requiere ineludiblemente para su viabilidad de un halo de incerteza. 

En otras palabras. Si algo queda evidenciado en autos es que la actora no tiene incertidumbre alguna sino que, a sazón de la hermenéutica que construye tanto en su escrito postulatorio como en su líbelo recursivo, considera inconstitucional un régimen jurídico que dispone un nueva relación para las partes.

Desde otra arista, pero con la misma impronta, es menester aducir que la (abatida) ley no contiene imprecisiones, ambigüedades o pautas oscuras que dificulten su interpretación. De ahí que la cuestión traída a conocimiento –reiteramos- no ofrece incertidumbre en cuanto al alcance o modalidad de la relación jurídica, sino que trasluce –como postulásemos- una abierta disconformidad del quejoso respecto de la política estatuida por el legislador, cuya tacha de inconstitucionalidad puede peticionar de modo audible por ante el servicio de administración de justicia, pero no por intermedio de un carril procesal que requiere ineludiblemente para su admisibilidad y procedencia de la existencia de un estado de incerteza de las características desbrozadas en los parágrafos antecedentes.

En este sentido, cabe traer a cuento que fue el mismo legislador quien disipó el estado de incertidumbre que la entidad podría haber esgrimido al fijar claramente la posición de la autoridad de aplicación respecto de la gabela en cuestión, al disponer la suspensión de las exenciones previstas en las leyes 11.490, 11.518 y sus modificatorias y la ley 12.747 –conf. art. 71 inc. b, de la ley 13.850-.

Luego, esa conducta firme e indiscutida de la autoridad, desaloja toda posibilidad de incertidumbre que arroje cabida a la acción intentada.

En definitiva. Circunscripto así el nudo central de la contienda, corresponde señalar que la interpretación de las consideraciones expuestas por la demandante en el decurso del iter procesal, como asimismo el análisis de la conducta asumida por la administración previo y concomitantemente al proceso indica que no pueda determinarse un verdadero estado de incertidumbre en cabeza de la empresa accionante, por lo que el centro argumental de su reclamo excede con creces los confines en los que se desarrolla la acción declarativa de certeza promovida. 

Es decir, la empresa de marras optó por iniciar la presente acción sin que se observen circunstancias que permitan sortear los recaudos atinentes a la acción intentada, uno de ellos, según se dijera, el de encontrarse en un “estado de incertidumbre”, el que, agrego, debe ser real, patente, no bastando la mera posibilidad de alcanzar dicho estado para que el juez de la causa formule una “declaración de certeza sobre una determinada relación o situación jurídica regidas por el derecho administrativo” (art. 12, inc. 4, CCA, op. cit.). 

En este sentido, como lo delinease en la causa CCALP N° 5978 “Administradora Barrio Privado La Lomada S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/Pretensión Declarativa de Certeza”, sent. del 21/08/08 –supuesto fácticamente disímil, pero en tanto obiter traspolable-, no resulta inherente al proceso promovido el debate tendiente a cuestionar o desconformarse con el modo en que se liquida la tasa, ni su eventual inconstitucionalidad o irrazonabilidad, toda vez el proceso declarativo de certeza –aún cuando como en todo proceso pueda ejercerse el control difuso de inconstitucionalidad (ver mi voto en la causa CCALP N° 10963-M “Nobleza Piccardo S.A.C.I.Y.E. c/ Municipalidad de Moreno s/ Pretensión Declarativa de Certeza  (315)”, sent. del 09/11/10)-, ciñe sus fronteras a la determinación judicial de la interpretación de zonas oscuras o difusas que arrojen incertidumbre respecto de la relación jurídica trabada.

Por lo demás, ha de advertirse que si bien no se desprende del referido art. 12, inc. 4 del CCA la exigencia del requisito previsto por el art. 322 del CPCC en cuanto a la indisponibilidad de otro medio legal para hacer cesar en forma inmediata el estado de incertidumbre (CASSAGNE, Juan Carlos- PERRINO, Pablo Esteban. “El nuevo proceso contencioso administrativo en la Provincia de Buenos Aires” Lexis Nexis. Mayo 2006, pág. 172; cfr. asimismo pareciera colegirse, como se mencionara más arriba, del art. 14, inc. 1, ap. “d” del C.C.A.), ello no implica que pueda utilizarse dicho derrotero procesal para sustituir los carriles propios en que debió desarrollarse la pretensión o reclamo del demandante.

En este entendimiento, la Suprema Corte Provincial, ha dicho que: “La acción declarativa de certeza no puede ser utilizada como un medio omnicomprensivo y versátil que permita superar los obstáculos jurídicos y/o temporales que puedan plantear las vías legales específicamente previstas para cada caso por el legislador” (SCBA, B 66737 I 6-7-2005, en autos: “Spicer Ejes Pesados S.A. s/Acción meramente declarativa”, cit.).

De allí que asista razón al iudex de instancia y al Fisco cuando aducen que el actor no persigue que se fije el alcance de una determinada relación jurídica -lo que daría andamiaje a la acción entablada- sino que se declare que la norma aplicable debe ser “interpretada” –en contraposición a otra- de un cierto modo -causas SCBA B-64222, “Caja de Previsión Social para Arquitectos, Ingenieros y Técnicos”, res. del 17/07/02; B-65.546, “Bingo King S.A.”, res. del 20/08/03; B-65.559 “Formatos Eficientes S.A.”, res. del 29/09/04, entre otras-.

A mayor abundamiento, tal como sostiene el demandado, no es una situación incierta lo que aqueja a la contraria, sino lisa y llanamente su disconformidad con la derogación de la exención, pues no cabe duda de que su situación frente al impuesto sobre los Ingresos Brutos resulta una relación jurídica clara y concreta: debe abonarlos porque la exención que antes lo beneficiaba ha sido derogada, tal como surge del propio relato de su postulación recursiva -ver al efecto fs. 144 y 153 vta.-.

Obsérvese que es la propia actora quien manifiesta en su escrito de inicio que la Provincia, al modificar (a su entender) unilateral y arbitrariamente las obligaciones contraídas en el Pacto, le estaría ocasionando un perjuicio real y concreto a FERROSIDER quien deberá tributar el impuesto sobre los Ingresos Brutos cuando a su entender tiene un derecho adquirido pues habría cumplido con todos los requisitos para la procedencia de la exención por actividad industrial emergente del pacto y de la legislación que la provincia suspendió -fs. 48 vta.-.

De esta forma, surge evidente que en autos no se encuentran cumplidos los recaudos necesarios para tornar viable la acción intentada, deviniendo todas las demás elucubraciones –v.gr., respecto de la pertinencia de la acción originaria de inconstitucionalidad o de la dilucidación de la vía idónea a través de la cual encausar el agravio ventilado- ajenas al sub lite.

No obstante ello, habré de realizar una pequeña digresión respecto del alcance de la acción originaria de inconstitucionalidad, a fin de echar luz sobre un punto debatido en autos, pero que no determina –conforme se postulase- su suerte, sellada a consecuencia de la falta de incerteza, requisito sine qua non de la acción impetrada.

En ese sentido, el órgano cimero provincial ha fijado que mediante la acción de inconstitucionalidad y sin esperar a que se concrete el menoscabo del derecho o garantía, los ciudadanos tienen a su disposición una vía procesal que resulta idónea para prevenir el perjuicio y asegurar así sus derechos frente a los poderes públicos, ya que la sola promulgación de la ley, decreto u ordenanza autoriza a quienes ostenten un interés legítimo lesionado a deducirla, actuando de esa forma un remedio organizado en miras de la tutela preventiva de los derechos individuales -SCBA, B 55366 I 14-9-1993, in re “Jose Refosco (Pigeon Club Argentino) c/ Acción de Amparo s/ cuestión de comp. art. 6° C.C.A.”-, siendo menester para que la misma sea admisible que se plantee la existencia de una cuestión constitucional (provincial) directa, esto es, un conflicto constitucional directo entre la disposición controvertida y la o las normas de la carta local que se consideren infringidas.

De allí que la demanda originaria de inconstitucionalidad no sea el medio pertinente para decidir acerca de la concordancia de normas de carácter provincial frente a otras de carácter nacional, con enjuiciamiento del sistema de prioridad que ha creado el artículo 31 de la Constitución Nacional –conf. SCBA, I 1452 S 15-4-1997, “Recreación Marítima S.A. s/ Inconstitucionalidad decreto 27/89 y reglamento para los servicios de guardavidas de la Provincia de Buenos Aires”-.

Hecha la aclaración cabe postular que en marras, la actora cuestiona la ley provincial 13.850, bajo el entendimiento de que al dejar sin efecto las exenciones previstas en las leyes 11.490, 11.518 y sus modificatorias y la ley 12.747, desconociendo (en teoría) el Pacto Federal suscripto, vulneraría mandas constitucionales locales y también nacionales.

A esos efectos, tal como dimana por ejemplo de fs. 49/51, se observa que la actora construye el caso constitucional directo al intentar demostrar como la disposición sancionada vulneraría la garantía de la igualdad y el derecho de propiedad estatuidos en los arts. 11 y 31 de la Constitución Provincial. De allí, que prima facie, la acción sub discussio pudiese –eventualmente- ser el cauce idóneo para ventilar la pretensión que por el presente se desestima.

En ese orden de ideas, no es baladí mencionar, que a ello no obsta que se hayan citado mandas de la constitución nacional, pues como tiene dicho el Máximo Tribunal: “Si en el escrito inicial se alega el quebrantamiento de distintas disposiciones de la Constitución nacional (arts. 1, 5, 14, 17 y 28), y simultáneamente se invocan violaciones directas a la Carta local, en especial al derecho de propiedad, garantía de indemnidad salarial y debido proceso legal (arts. 10, 15, 31 y 39 inc. 3°), exponiéndose de qué modo la normativa impugnada violentaría los aludidos derechos y garantías, se dá acabado cumplimiento a la exigencia prevista por el artículo 683 del Código Procesal Civil y Comercial, en punto al objeto sobre el que debe versar la demanda de inconstitucionalidad, sin que la circunstancia de haber adicionado normas de la Constitución Nacional al planteo central fundado en la supuesta violación de preceptos de la Constitución local, inhiba la configuración del conflicto normativo que este Tribunal está llamado a resolver” –conf. SCBA, I 2665 S 26-10-2010, in re “Chacur, Analía Celia y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad arts. 7 y 12, ley 12.867”-.


A mayor abundamiento, cabe precisar que no es aplicable al sub lite la decisión adoptada por la Suprema Corte Provincial en el precedente B. 68.381 “Ganadera 2000 S.A. c/Provincia de Buenos Aires s/Pretensión Anulatoria. Cuestión de competencia”, resol. del 23-11-05, pues aún cuando se trataba de un supuesto análogo, sólo se cuestionaba en el escrito de inicio –tal como aclarase el órgano- la validez de los arts. 32 y 35 de la ley provincial 13.003 a la luz de lo normado en los arts. 31 y cc. de la Constitución Nacional y el Pacto Federal pare el Empleo, la Producción y el Crecimiento.   


Por último, no se advierte vulneración del derecho de defensa en juicio y del acceso irrestricto a la justicia en los términos del art. 15 de la Constitución Provincial, como consecuencia de diferir el tratamiento de la existencia de certeza o no –en tanto requisito fondal de la acción- al momento de la sentencia de mérito. 

Por ello, a mérito de las razones expuestas, es que considero que corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto y confirmar el pronunciamiento de grado, en todo cuanto ha sido materia de agravio, debiéndose rechazar por improcedente la acción (arts. 12, inc. 4, 58 y concs., CCA; 322, 484, C.P.C.C.).


VII. Por lo expuesto propongo:


Rechazar el recurso de apelación interpuesto y confirmar la sentencia atacada en todo cuanto ha sido materia de agravio (arts. 12, inc. 4, 58 y concs., CCA; 322, 484, C.P.C.C.).


Costas por su orden (art. 51, CCA).


Así lo voto.


A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:


Junto al colega que me precede, también advierto que el caso suscitado escapa a los límites de la pretensión articulada, al no exhibir estado de incertidumbre la disconformidad de la parte actora con los alcances de los artículos  3 y 5 de la ley 13.850 (conf. criterio sostenido en causas CCALP n° 414, CCALP n°  1161, CCALP n° 2334, CCALP n° 3679, CCALP n° 3984, CCALP n° 4072, CCALP n° 5978, CCALP n° 6670, CCALP n° 8399, CCALP n° 8638 y CCALP n° 9225).


También comparto que ese embate directo de constitucionalidad, desplaza la pretensión elegida hacia la prevista por el artículo 683 del Código Procesal Civil y Comercial (conf. art. 161 inc. 1 CPBA).


Ambas circunstancias pues impiden el progreso de la acción  deducida.


Así, me expido en idéntico sentido por el rechazo de la pretensión promovida y por la confirmación del fallo pronunciado (conf. art. 12 inc. 4 y ccs. ley 12.008, t. seg. Ley 13.101).


De esa forma expreso mi adhesión al Dr. Spacarotel.


Así lo voto.


A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:


Sin perjuicio de la posibilidad de tratamiento y resolución de cuestiones constitucionales a través de la pretensión declarativa de certeza (vg. causa CCALP, n° 7582, "Kandiko", sent. del 8-X-09), adhiero al voto del Dr. Spacarotel.


Así lo voto.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza el recurso de apelación interpuesto y se confirma la sentencia atacada en todo cuanto ha sido materia de agravio (arts. 12, inc. 4, 58 y concs., CCA; 322, 484, C.P.C.C.).


Costas por su orden (art. 51, CCA).


      Por su actuación profesional en segunda instancia, regúlanse los honorarios del doctor Gastón Francisco Vidal –apoderado de la parte actora-, en la suma de pesos ochocientos noventa y seis ($ 896) (arts. 9, 10,13,15, 31, 54 y 57 dec.ley 8904/77 t.o.), cantidad a la que se deberá adicionar el 10% (arts. 12 inc. a) y 16, ley 6716 y modif.).

 
      Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.


Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  16 (S).

